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Honorable Cámara de Diputados
    Provincia de Buenos Aires
PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1°: Incorporase el artículo 22 ter a la Ley 11.922 y sus modificatorias - Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires-, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 22 ter: Además de los delitos previstos en el artículo 22 
bis, el Tribunal de Jurados conocerá en los delitos tipificados en el Código Penal, Parte Especial, Título XI "Delitos contra la Administración Pública", a saber: 
a.- Los contemplados en el Capítulo IV "Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público". 
b.- Los contemplados en el Capítulo VI "Cohecho y tráfico de influencias". 
c.- Los contemplados en el Capítulo VII "Malversación de caudales públicos". 
d.- Los contemplados en el Capítulo VIII "Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas". 
e.- Los contemplados en el Capítulo IX "Exacciones Ilegales". 
i.- Los contemplados en el Capítulo IX bis "Enriquecimiento de funcionario y empleado". 
f.- Los contemplados en el Capítulo X "Prevaricato".
 
Artículo 2°: La presente ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación.
 
Artículo 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

El Poder Legislativo ha convertido en ley la iniciativa remitida por el Poder Ejecutivo, que tramitara por expediente PE-4/12-13, introduciendo el Juicio por Jurados en el Código Procesal Penal de la Provincia, ley que ha sido promulgada días pasados, más precisamente, el 26 de septiembre bajo Nro. 14.543. 
De este modo, nuestra provincia se suma al camino iniciado por las provincias de Córdoba (Ley 9172), sancionada en el año 2004, y Neuquén (Ley 2784) en 2011 siendo que, esta última, contempla que el sistema comenzará a regir a los dos (2) años de su publicación. 
En la provincia de Córdoba, donde la oralidad en el proceso penal fue introducida ya en 1939, la presencia de los legos en los tribunales penales, contemplada tanto en la Constitución Nacional como en la Provincial, está vigente desde enero de 2005. 
El juzgamiento, mediante la participación de jurados legos, es una de las herramientas que permite la participación activa de la ciudadanía en el sistema judicial. Resulta imperioso dar cumplimiento con la manda de la Constitución Nacional que impone el juzgamiento por jurados para todos los juicios criminales ordinarios (artículo 118), abriendo los tribunales a la actuación directa de la población a través de este procedimiento, y de los demás mecanismos de intervención ciudadana. 
Montesquieu, en "El Espíritu de las Leyes" de 1748, expuso "No hay libertad si el poder de juzgar no está bien deslindado del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo. Si no está separado del Poder Legislativo, se podría disponer arbitrariamente de la libertad y la vida de los ciudadanos; como que el juez sería legislador. Si no está separado del Poder Ejecutivo, el juez podría tener la fuerza de un opresor.” 
Tal como se sostiene en la obra "Subiendo al Estrado. La experiencia cordobesa del juicio por jurado" (María Inés Bergoglio Editora) "Es posible que la experiencia francesa del absolutismo, en la que los reyes asumían funciones judiciales y las delegaban en sus asesores, haya motivado estas palabras. Aunque también es posible que el conocimiento y contacto con Inglaterra, haya influido notablemente en su pensamiento ..." 

Asimismo afirmaba que el Poder Judicial no debía dársele a un cuerpo permanente, sino ser ejercido por personas comunes y corrientes, periódicas y alternativamente designadas (como en Atenas), del modo en que la ley dispusiere, que formaren un tribunal que durase poco tiempo, conforme la necesidad. Lo que procuraba Montesquieu era que el poder de juzgar no fuera función exclusiva de una clase o una profesión determinada. Quería que el temor no estuviese dirigido a los jueces, sino a la magistratura como tal.
También consideraba necesario que los jueces fueran de igual condición que el acusado, para que el imputado ni siquiera sospechase que quienes lo juzgasen pudieran maltratarlo. Los juicios debían basarse estrictamente en la ley, porque si fueran nada más que una opinión particular del juez, se viviría en una sociedad marcadamente insegura. 
En síntesis, cimentaba el jurado, en la idea republicana de separación de poderes y en el poder de juzgar encarnado en iguales como un fuerte apego a la ley, como garantía de juridicidad, características fundamentales del estado de derecho ... " (obra citada, páginas 58/59). 
Otro pensador francés, Alexis de Tocqueville, entre 1832 y 1834, escribió "La democracia en América", obra que se publicó por primera vez en 1835. Considera que el jurado es ante todo, una institución política. Y lo conceptualiza inmediatamente "Entiendo por jurado un cierto número de 
ciudadanos tomados al azar, y momentáneamente revestidos del derecho de 
juzgar". 
Asimismo, que es una institución eminentemente republicana, y ya sea que fuera aristocrática o democrática, según la procedencia social de sus integrantes, conserva siempre carácter republicano, porque coloca la dirección real de las sociedades en manos de los gobernados, o de un grupo de ellos, y no en la de los gobernantes. Agrega posteriormente, en tono enfático que el hombre que juzga al criminal es realmente el dueño de la sociedad. Considera que el sistema de jurado en una consecuencia directa del dogma de la soberanía del pueblo, como el voto universal; dos medios, igualmente poderosos, de hacer reinar la mayoría" (obra citada, página 60). 
Resulta de suma trascendencia permitir la participación ciudadana en el ámbito judicial y, más aún, cuando los imputados revisten el carácter de funcionarios de cualquiera de los tres Poderes del Estado, imputados en diferentes delitos que implican corrupción administrativa.
Si los funcionarios públicos son elegidos por los ciudadanos o bien son designados por quienes han sido elegidos por la voluntad del pueblo, este último, a través de Ias personas desinsaculadas al efecto, tiene derecho a participar del juzgamiento cuando aquellos incumplen sus obligaciones; es decir, debe reconocerse el derecho a la ciudadanía de juzgar a los funcionarios que cometen delitos contra la Administración Pública los cuales, en forma directa o indirectamente, la afectan. 
La participación ciudadana es un concepto relacionado con la democracia participativa. Se trata la integración de la población en general, en los procesos de toma de decisiones, la participación colectiva o individual en política, entendida esta como algo de lo que todos los ciudadanos forman parte; por lo cual mayor es la importancia de que dicha participación se vea implementada en los juicios llevados a cabo contra funcionarios públicos implicados en delitos contra la Administración Pública... 
 Para que el sistema judicial funcione correctamente, y el ciudadano se sienta satisfecho en el juzgamiento de los funcionarios públicos, cuya conducta puede verse incursa en alguna de las figuras delictivas contemplada en el título dedicado a los delitos contra la Administración Pública, se deben escuchar sus demandas, puntos de vista, preocupaciones y necesidades; se le debe dar el lugar al ciudadano para participar en el juzgamiento del funcionario público que el mismo eligió, o fue designado por la persona por él elegida, y que puede haber cometido un delito, menoscabando a la sociedad en su conjunto. 
La participación ciudadana impulsa la democracia real, y no debe ser privilegio de unos pocos, es un derecho y un deber de todos los ciudadanos. 
Esta participación ciudadana en el juzgamiento de delitos contra la Administración Pública es necesaria para construir una democracia real; resulta necesario para no dejar todo el control en manos de los jueces y fiscales y establecer una especie de contrapeso que ayude a transmitir mejor las preferencias de los ciudadanos, suavizar y mediar en conflictos, favorecer 
acuerdos, aportando inquietudes, diferentes puntos de vista y soluciones; y por sobre todas las cosas generar un control institucional y judicial por parte de los propios electores que, en definitiva, son quienes sufren las consecuencias de los actos delictivos de los funcionarios públicos. 
La presencia de los ciudadanos en los asuntos públicos es una condición necesaria para alcanzar la gobernabilidad democrática. 
No hay que olvidarse que a medida que el ejercicio del poder judicial está más legitimado en la voluntad obtenida a través de un consenso social, en este caso el juicio por jurados, mayores son las posibilidades de visibilizar las aspiraciones de justicia de los diferentes sectores sociales, y lograr así un juzgamiento eficaz y efectivo de los funcionarios corruptos. 
Hay que destacar que en la Provincia de Buenos Aires los deIitos contra la Administración Pública se encuentran fuera del alcance de juzgamiento por los juicios por jurados; situación totalmente disímil a la que ocurre en Córdoba,  provincia que, como se señalara, resultó precursora en la implementación de la institución de Juicios por Jurados, donde se encuentran expresamente contemplados los comprendidos en el fuero penal económico y anticorrupción administrativa. 
En efecto, la ley 9182, cuyo objeto fue la de establecer el juicio por jurados, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 162 de la Constitución de la Provincia de Córdoba, en su artículo 2°, contempla en lo relativo a su competencia lo siguiente: “Establécese que las Cámaras con competencia en lo Criminal deberán obligatoriamente con jurados populares, cuando se encuentren avocadas al juzgamiento de los delitos comprendidos en el fuero penal económico y anticorrupción administrativa previsto en el Artículo 7° de la Ley N° 9181 y también de los delitos de homicidio agravado (Artículo 80), delitos contra la integridad sexual de la que resultare la muerte de la persona ofendida (Artículo 124), secuestro extorsivo seguido de muerte (Artículo 142, bis, in fine), homicidio con motivo u ocasión de tortura (Artículo 144, Tercero, Inciso 2°) y homicidio con motivo u ocasión de robo (Artículo 165), todos ellos del Código Penal de la Nación.” 
En cuanto, a la Ley 9181 - modificatoria de la Ley 9122 del Fuero Penal Económico y Anticorrupción -, deja expresamente establecido en su artículo 7° la inclusión de delitos contra la Administración Pública. Así, el artículo en cuestión, se encuentra redactado en los siguientes términos: "Jurados. Establécese que las Cámaras en lo Criminal que intervengan en el juzga miento de los delitos previstos por los artículos 248, 249, 250, 251, 252, 253, 254, 256, 256 (bis), 257, 258, 258 (bis), 259, 260, 261 (Primer Párrafo), 262, 263, 264, 265, 266, 267, 268, 268 (1), 268 (2), 268 (3) Y 279 (Inciso 3°) en función del 278 del Código Penal de la Nación, con los alcances y precisiones fijadas en la presente ley, deberán integrarse, obligatoriamente, con ocho (8) jurados legos seleccionados del Registro Electoral de la Provincia". 
Las disposiciones legales transcriptas marcan un precedente del cual la Provincia de Buenos Aires no debería apartarse, ya que al excluir delitos tales como los de la naturaleza mencionada, se ha visto parcializada una reforma cuyo espíritu ha sido el de transformación de las instituciones para acercarlas a la gente, permitiendo que el ciudadano común pueda participar de decisiones que, al día de hoy, se encuentran reservadas exclusivamente a magistrados y funcionarios del Poder Judicial. 
Por las razones expuestas, solicitamos a los señores legisladores su acompañamiento para la aprobación del Proyecto de Ley sometido a vuestra consideración. 
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